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BOLETIN Nº 1797-10.

INFORME DE LA COMISION DE RELACIONES EXTERIORES, recaído en el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, sobre aprobación del "Acuerdo entre la República de Chile y la República Oriental del Uruguay para la Promoción y Protección Recíproca de las Inversiones", y su Protocolo, suscritos en Santiago, el 26 de octubre de 1995.

_______________________________

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros respecto del proyecto de acuerdo -en segundo trámite constitucional, e iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República- individualizado en el rubro.


NOTA.  Conforme a lo preceptuado en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión, unánimemente, acordó proponer al Excelentísimo señor Presidente que el asunto -atendida su naturaleza- se discuta, en la Sala, en general y particular, a la vez.


S.E. el Presidente de la República, en el Mensaje con que dio inicio a la tramitación legislativa del proyecto de acuerdo en informe, señala que este Convenio se firmó en octubre de 1995, con ocasión de la visita oficial que efectuara a nuestro país el señor Ministro de Economía y Finanzas del Uruguay.


Añade, el Primer Mandatario, que Chile ha convenido en los últimos años diversos Tratados de Promoción y Protección de Inversiones con un número apreciable de Estados.


Luego, agrega que este nuevo Convenio encierra un compromiso entre las Partes en cuanto a estimular la efectiva transferencia de capitales y su adecuada protección, todo lo anterior de conformidad a lo establecido en las respectivas legislaciones nacionales.


Finalmente, el Jefe de Estado destaca que el propósito fundamental del Acuerdo es fijar un marco jurídico que regule los derechos y obligaciones del Estado receptor de los capitales como de los inversionistas extranjeros, estatuto en el que se compatibiliza el legítimo interés de éstos con el del Estado receptor de las inversiones, favoreciéndose de ese modo la transferencia y movilidad de capitales.

----------


El Acuerdo en análisis consta de un preámbulo y de once artículos. Además contempla un Protocolo. Los contenidos del Acuerdo y de su Protocolo se reseñarán a continuación.

Preámbulo.


En él los Gobiernos de Chile y de la República Oriental del Uruguay expresan su deseo de intensificar la cooperación económica en beneficio mutuo de ambos países, y destacan su propósito de crear y mantener condiciones favorables para las inversiones de inversionistas de una Parte Contratante que impliquen transferencias de capitales en el territorio de la otra Parte Contratante.


Por último, reconocen que la promoción y la protección recíproca de dichas inversiones extranjeras favorecen la prosperidad económica de ambos países.

Artículo 1.

Definiciones.


Se definen ciertos conceptos básicos necesarios para la aplicación del Acuerdo, tales como "inversionista", "inversión" y "territorio".

Artículo 2.

Ambito de aplicación.


Preceptúa que el Acuerdo en comento se aplicará a las inversiones en el territorio de una Parte Contratante efectuadas en conformidad con su legislación, antes o después de la entrada en vigor de este Acuerdo, por inversionistas de la otra Parte Contratante.


No obstante, no se aplicará a las diferencias que pudieran haber surgido antes de su entrada en vigencia, ni a aquéllas que estén directamente relacionadas con acontecimientos producidos antes de su entrada en vigor.

Artículo 3.

Promoción, Admisión y Protección de las Inversiones.


Dispone la promoción, por cada Parte Contratante, de las inversiones de inversionistas de la otra, admitiéndolas de acuerdo con su legislación.  Lo anterior, enmarcado en la política general de dicha Parte, en el campo de las inversiones extranjeras.


La norma en análisis agrega que cada Parte Contratante protegerá dentro de su territorio las inversiones efectuadas en conformidad con sus leyes y reglamentos, por los inversionistas de la otra Parte Contratante y no obstaculizará la administración, mantenimiento, uso, usufructo, extensión, venta y liquidación de dichas inversiones mediante medidas injustificadas o discriminatorias.

Artículo 4.

Tratamiento de las Inversiones.


Regula el trato que cada una de las Partes habrá de dar a los inversionistas de la otra.


En primer lugar, se garantiza un tratamiento justo y equitativo, dentro del territorio de cada Parte, a las inversiones de los inversionistas de la otra, y se asegura que el ejercicio del derecho así reconocido no podrá ser obstaculizado en la práctica.


En segundo lugar, cada Parte otorgará a las inversiones de los inversionistas de la otra, efectuadas en su territorio, un tratamiento no menos favorable que aquél otorgado a las inversiones de sus propios inversionistas o a inversionistas de un tercer país, si este último tratamiento fuere más favorable. 


Por último, en el caso que se otorgaran ventajas especiales a inversionistas de cualquier tercer Estado, en virtud de un convenio relativo a la creación de un área de libre comercio, una unión aduanera, un mercado común, una unión económica u otra forma de organización económica regional a la cual pertenezca esa Parte o como consecuencia de acuerdos tributarios, esa Parte Contratante no estará obligada a conceder dichas ventajas a los inversionistas de la otra Parte.

Artículo 5.

Libre Transferencia.


Dispone que, sin demora, cada Parte autorizará a los inversionistas de la otra para realizar la transferencia de fondos relacionados con sus inversiones, en moneda de libre convertibilidad.


En especial, deberá permitirse la transferencia de:


a)
Los intereses, dividendos, rentas, utilidades y otros rendimientos;


b)
Las amortizaciones de préstamos del exterior relacionadas con una inversión;


c)
El capital o el producto de la venta o liquidación total o parcial de una inversión, y


d)
Los fondos producto del arreglo de una controversia y las compensaciones de conformidad con el artículo 6.


Dichas transferencias se harán de acuerdo con el tipo de cambio vigente en el mercado a la fecha de la transferencia y con la ley de la Parte que admitió la inversión.

Artículo 6.

Expropiación y Compensación.


Prohíbe a las Partes expropiar, nacionalizar o adoptar cualquier medida que prive, directa o indirectamente a los inversionistas de su inversión, salvo que se reúnan los siguientes requisitos:


a)
Que las medidas se adopten por causa de utilidad pública o interés nacional y en conformidad con la ley;


b)
Que las medidas no sean discriminatorias, y


c)
Que las medidas vayan acompañadas de disposiciones para el pago de una compensación inmediata, adecuada y efectiva.


En seguida, dispone que la compensación se basará en el valor de mercado de las inversiones afectadas en una fecha inmediatamente anterior a aquella en que la expropiación, nacionalización o cualquier otra medida adoptada llegue a conocimiento público.  Si ello fuere difícil de determinar, la compensación podrá fijarse conforme con principios de evaluación generalmente reconocidos como equitativos, para lo cual deberán tenerse en cuenta el capital invertido, su depreciación, el capital repatriado hasta esa fecha, el valor de reposición y otros factores relevantes.


La compensación devengará intereses a una tasa comercial establecida sobre la base del valor de mercado desde la fecha de expropiación o pérdida hasta la fecha de pago.


Se establece en favor del inversionista afectado el derecho a reclamar en procedimiento judicial ordinario, con el fin de revisar el monto de la compensación y la legalidad de la nacionalización, expropiación o de cualquiera otra medida que tenga un efecto equivalente.


En el caso que los inversionistas de cada Parte Contratante sufrieren pérdidas por una guerra o cualquier otro conflicto armado, estado de emergencia nacional, disturbios civiles u otros acontecimientos similares, ocurridos en el territorio de la otra Parte Contratante, deberán recibir de esta última, en lo atinente a reparación, indemnización, compensación u otro arreglo, un tratamiento no menos favorable que el que concede esa Parte Contratante a sus inversionistas nacionales o a los de cualquier tercer Estado.

Artículo 7.

Subrogación.


Establece que cuando una Parte Contratante o un organismo autorizado por ella hubiere celebrado un contrato de seguro o cualquier forma de garantía financiera contra riesgos no comerciales, con respecto a alguna inversión de uno de sus inversionistas en el territorio de la otra, ésta deberá reconocer los derechos que posee la primera Parte Contratante, en virtud del principio de subrogación, a subrogarse en los derechos del inversionista, cuando hubiere efectuado un pago en virtud de dicho contrato o garantía financiera.


En el evento de que una Parte haya hecho los referidos pagos y asumido, en consecuencia, por subrogación los derechos y prestaciones del inversionista, éste no podrá, obviamente, reclamar dichos derechos y prestaciones a la otra Parte, salvo que contare con la autorización expresa de la Parte Contratante que efectúa el pago.

Artículo 8.

Solución de Controversias entre una Parte Contratante y un Inversionista de la otra Parte Contratante.


Estatuye el mecanismo para solucionar los conflictos que pudieren surgir entre una de las Partes y un inversionista de la otra.


En primer término, se consigna que para resolver amistosamente las diferencias, se celebrarán consultas entre las partes involucradas.


En caso de no lograrse una solución por esta vía en el lapso de tres meses, contado desde la solicitud de arreglo, el inversionista cuenta con dos posibilidades.


a)
Recurrir al tribunal competente de la Parte Contratante en cuyo territorio se efectuó la inversión, o


b)
Recurrir al arbitraje internacional, en las condiciones descritas más adelante.


La elección de cualquiera de estos dos procedimientos tendrá el carácter de definitiva.


En caso de optarse por el recurso de arbitraje internacional la controversia podrá ser sometida a uno de los siguientes órganos de arbitraje, a elección del inversionista:


a) Al Centro Internacional de Arreglo de Diferencias relativas a Inversiones (CIADI), creado por el Convenio sobre Arreglo de Diferencias relativas a Inversiones entre Estados y Nacionales de otros Estados, firmado en Washington, el 18 de marzo de 1965, cuando cada Estado Parte en el presente Acuerdo haya adherido a aquél.  Mientras esta condición no se cumpla, cada Parte Contratante da su consentimiento para que la controversia sea sometida al arbitraje conforme al Mecanismo Complementario del CIADI.


b) A un Tribunal de Arbitraje ad hoc establecido de acuerdo con las Reglas de Arbitraje de la Comisión de las Naciones Unidas para el Derecho Comercial Internacional (UNCITRAL), adoptadas por Resolución 31/98 de la Asamblea General de 15 de diciembre de 1976.  El Tribunal de Arbitraje estará compuesto por tres árbitros, uno designado por la Parte Contratante en cuyo territorio se efectuó la inversión, uno designado por la otra parte en el procedimiento y un tercer árbitro, que presidirá el Tribunal, designado por los dos árbitros así seleccionados.  Si el tercer árbitro no fuere designado en el plazo de treinta días, contado desde la designación de los otros dos árbitros, su designación será asignada al Presidente del Tribunal de Arbitraje de la Cámara Internacional de Comercio en París.


El Tribunal Arbitral decidirá basándose en las disposiciones de este Acuerdo, en el Derecho de la Parte Contratante en cuyo territorio se efectuó la inversión, incluidas las normas relativas a conflictos de leyes, en los términos de eventuales acuerdos particulares que tengan relación con la inversión, así como en los principios del Derecho Internacional en la materia.


Las sentencias arbitrales serán definitivas y obligatorias para las Partes en litigio, debiendo ejecutarse conforme con la legislación de la Parte Contratante en cuyo territorio se hubiere efectuado la inversión.


Las Partes Contratantes se abstendrán de tratar, por medio de canales diplomáticos, asuntos relacionados con controversias sometidas a proceso judicial o a arbitraje internacional, de conformidad a lo dispuesto en este artículo, hasta que los procesos correspondientes estén concluidos, salvo en el caso de que la otra parte en la controversia no haya dado cumplimiento a la sentencia judicial o a la decisión del Tribunal Arbitral, en los términos establecidos en la respectiva sentencia o decisión.

Artículo 9.

Solución de Controversias entre las 

Partes Contratantes.


El artículo establece lo siguiente:


1)
Las Partes Contratantes harán todo lo posible por resolver cualquier diferencia entre ellas relativa a la interpretación o aplicación de las disposiciones de este Acuerdo mediante negociaciones amistosas.


2)
Si no se llegare a una solución en el plazo de seis meses a contar de la fecha de notificación de la diferencia, cualquiera de las Partes Contratantes podrá someterla a un Tribunal Arbitral Ad-Hoc, en conformidad con las disposiciones de este artículo.


3)
El Tribunal Arbitral estará compuesto de tres miembros y será constituido de la siguiente manera:  dentro del plazo de dos meses contado desde la fecha en que una de las Partes manifieste su intención de someter la diferencia a arbitraje, cada Parte Contratante designará a un árbitro.  Estos dos miembros, en un plazo de treinta días contado desde la designación del último de ellos, elegirán a un tercer miembro, que deberá ser nacional de un tercer Estado y presidirá el Tribunal.  La designación del Presidente deberá ser aprobada por las Partes Contratantes dentro de treinta días contados desde la fecha de su nominación.


4)
Si, dentro de los plazos establecidos en el párrafo 2) de este Artículo, no se hubiere efectuado la designación, o no se hubiere otorgado la aprobación requerida, cualquiera de las Partes Contratantes podrá solicitar al Presidente de la Corte Internacional de Justicia que haga la designación necesaria.  Si el Presidente de la Corte Internacional de Justicia estuviere impedido de desempeñar dicha función o si fuere nacional de alguna de las Partes Contratantes, el Vicepresidente deberá realizar la designación, y si este último se encontrare impedido de hacerlo o fuere nacional de alguna de las Partes Contratantes, deberá realizar la designación el Juez de la Corte que lo siguiere en antigüedad y que no fuere nacional de ninguna de las Partes Contratantes.


5)
El Presidente del Tribunal deberá ser nacional de un tercer Estado con el cual ambas Partes Contratantes mantengan relaciones diplomáticas.


6)
El Tribunal Arbitral decidirá sobre la base de las disposiciones de este Acuerdo, de los principios del Derecho Internacional en la materia y de los principios generales de Derecho reconocidos por las Partes Contratantes.  El Tribunal decidirá por mayoría de votos y determinará sus propias reglas de procedimiento.


7)
Cada una de las Partes Contratantes sufragará los gastos del árbitro que hubiere designado, así como aquellos en los que incurriere por su representación en el proceso arbitral.  Los gastos del Presidente y las demás costas del proceso serán solventados equitativamente por las Partes Contratantes, salvo que éstas acuerden otra modalidad.


8)
Las decisiones del Tribunal serán definitivas y obligatorias para ambas Partes.

Artículo 10.

Consultas.


Configura la instancia de consultas entre las Partes Contratantes, relativas a todo tipo de materias en el ámbito de la interpretación o aplicación del Acuerdo.

Artículo 11.

Disposiciones Finales.


Cada Parte Contratante notificará a la otra el haber cumplido con sus exigencias constitucionales para la entrada en vigor del Acuerdo, el que regirá transcurridos treinta días desde la fecha de la última notificación.


La vigencia del Acuerdo se prolongará por un lapso de quince años, a continuación del cual regirá por tiempo indefinido. Transcurrido el referido término de quince años, el Acuerdo podrá ser denunciado en cualquier momento por cada Parte Contratante, con un preaviso de doce meses, comunicado por la vía diplomática.


En cuanto a las inversiones realizadas antes de la fecha del aviso de término del Acuerdo, las disposiciones del mismo regirán por un período adicional de quince años, a contar de tal fecha.


Por último, se entiende aplicable el Acuerdo aunque no existan relaciones diplomáticas entre las Partes Contratantes.


Concluye el Acuerdo en análisis expresando que ha sido redactado en dos ejemplares, en idioma español, siendo ambos textos igualmente auténticos.

Protocolo.


El Protocolo en informe forma parte integrante del Acuerdo y contiene las siguientes disposiciones:


"Ad. a), Nº 1, Artículo 1:


El presente Acuerdo no se aplicará a las personas que, no obstante su nacionalidad extranjera, la legislación interna de la Parte Contratante donde radica su inversión, la considere como uno de sus nacionales.


Ad. Artículo 5 :


1)
Las transferencias correspondientes a inversiones realizadas de acuerdo con el Programa Chileno para la Conversión de la Deuda Externa, se regirán por las normas especiales que dicho Programa establece.


2)
El capital invertido podrá ser transferido sólo después de un año contado desde su ingreso al territorio de la Parte Contratante, salvo que la legislación de ésta contemple un tratamiento más favorable.


3)
Una transferencia se considerará realizada "sin demora" cuando se ha efectuado dentro del plazo normalmente necesario para el cumplimiento de las formalidades de transferencia.  El plazo, que en ningún caso podrá exceder de treinta días, comenzará a correr en el momento de entrega de la correspondiente solicitud, debidamente presentada.".

----------


Vuestra Comisión, una vez analizadas todas y cada una de las normas del Convenio en informe, acogió la iniciativa que tuvísteis a bien encomendar a su estudio, en general y particular.


En consecuencia, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros, por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señores Larre, Ominami y Valdés, que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados.

----------

Acordado en sesión de fecha 13 de mayo de 1997, con asistencia de los Honorables Senadores señores Gabriel Valdés Subercaseaux (Presidente), Enrique Larre Asenjo y Carlos Ominami Pascual.


Sala de la Comisión, a 19 de mayo de 1997.


SERGIO SEPULVEDA GUMUCIO


       Secretario
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Valparaíso, 19 de mayo de 1997.
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